Intervención Mauricio Valiente (Migreurop España) en la audiencia en el Parlamento Europeo para la presentación de la campaña sobre el derecho de fiscalización de los Centros de Internamiento de Extranjeros

La plataforma Migreurop en España está compuesta por las organizaciones ACSUR Las Segovias, Andalucía Acoge, Asociación Pro-Derechos Humanos de Andalucía (APDHA), Comisión Española de Ayuda al Refugiado (CEAR) y Federación de SOS Racismo. La exposición en esta audiencia se estructura en tres aspectos distintos: el marco normativo y la práctica del derecho de fiscalización de los CIE’s en España, la coyuntura actual y las acciones que se desarrollarán en España para la puesta en práctica de la campaña.

1. Marco normativo y práctica del derecho de fiscalización

Respecto a la regulación de los centros de internamiento para extranjeros en España, a diferencia de los establecimientos penitenciarios que disponen de su propia normativa, se ha caracterizado por un total vacío hasta el año 1999. En dicho año aprueba una Orden del Ministerio del Interior sobre normas de funcionamiento y régimen interior de los centros de internamiento de extranjeros (previéndose la entrada de las organizaciones sociales en sus artículos 6 y 13.2). 

Sin embargo esta normativa tiene una categoría inadecuada (las órdenes ministeriales no parece que sean los instrumentos adecuados para regular lo relativo a una restricción y limitación de derechos fundamentales); además fue ignorada en la posterior Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España, así como por sus sucesivas modificaciones y desarrollos reglamentarios. Todo ello ha tenido como consecuencia que la entrada de las organizaciones sociales en los CIE’s está sometida a la discreccionalidad de la Administración o del funcionario responsable de cada centro.
2. Coyuntura actual

En la actualidad la regulación de esta materia tiene una mayor relevancia por dos motivos: los cambios normativos que están en fase de aprobación y la proliferación de la detención de extranjeros en actuaciones extraterritoriales de la Administración española.

El anteproyecto de reforma de la ley de extranjería presentado por el gobierno español en diciembre de 2008, además de ampliar el plazo de detención de 40 a 60 días, a pesar del compromiso del gobierno español de que la conocida como directiva de retorno no tendría incidencia en esta materia, contempla, en su artículo 62, la posibilidad de que los extranjeros detenidos entren en contacto con organizaciones no gubernamentales y organismos nacionales, internacionales y no gubernamentales de protección de inmigrantes; medida que las organizaciones participantes de esta campaña consideramos insuficiente, ya que el derecho de fiscalización tiene un contenido mucho más amplio y esta normativa no diferiría mucho de la práctica actual, ya que siempre mediaría entre el extranjero y las organizaciones la intervención de las autoridades.

Por otra parte en el proyecto de reforma de la ley de asilo, en este caso ya en discusión en el parlamento, los plazos de detención también se amplían al contabilizar el plazo del recurso, antes reexamen, en días, e incluso hasta 10 días más en casos de causas de exclusión. Teniendo en cuenta la falta de instalaciones adecuadas, incluso en el aeropuerto de Madrid-Barajas, principal puesto fronterizo en número de solicitantes de asilo en los últimos años, preocupa en mayor medida este aumento de los plazos. No se establece el derecho de entrada de las organizaciones no gubernamentales y se desaprovecha además la oportunidad de regular específicamente los casos de polizones, tanto en este apartado como en el referido a las personas vulnerables.

En relación a la proliferación de la detención de extranjeros en actuaciones extraterritoriales de la Administración española, es preciso señalar la relevancia de los operativos de contención desarrollados por la agencia Frontex al sur de Canarias, que tuvieron un ejemplo claro en la crisis del Marine I y la puesta en marcha del centro de detención de inmigrantes de Nouadhibou, construido por la cooperación española y gestionado por las autoridades mauritanas. Las consecuencias de estas políticas migratorias deben tenerse en cuenta para regular el acceso de las ong’s a esos espacios que no deberían quedar al margen del Estado de Derecho.

3. Acciones que se desarrollarán en España

Nos hemos sumado a la campaña de Migreurop, exigiendo el derecho a la fiscalización de los Centros de Internamiento, que se concretará en una labor de concienciación y propuesta, con la finalidad de que se acaba garantizando el acceso a estos centros de las organizaciones sociales. Exigimos el respeto a los derechos de las personas internadas y que los centros tengan la dotación material y personal adecuada para que estos derechos puedan ser ejercidos con dignidad y manifestamos nuestra radical oposición a la prevista ampliación del plazo de detención en los Centros de Internamiento de 40 a 60 días como se contempla en el proyecto de reforma de la ley de extranjería. Como primera medida llevaremos a cabo una vista al CIE de Aluche en Madrid acompañando a un diputado del Parlamento Europeo e invitamos a todos los eurodiputados a que presten su atención a esta materia, por lo que agradecemos mucho la realización de esta audiencia.

